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Artículo 1°. Objetivo de la Ley: Establecer un conjunto de medidas 
judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y 
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hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. A falta de estas, lo serán los que se 
encuentren en el segundo grado de consanguinidad ascendente.

De la misma forma, se consideran víctimas las personas que hayan sufrido un daño al 
intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización.

La condición de víctima se adquiere con independencia de que se individualice, 
aprehenda, procese o condene al autor de la conducta punible y de la relación familiar 
que pueda existir entre el autor y la víctima.

Artículos 4 al 21. Principios de la Ley: Los principios de la ley se basan en la dignidad, la 
buena fe, la igualdad, la garantía del debido proceso, la justicia transicional con el 
carácter de sus medidas, la solidaridad del Estado, la coherencia interna y externa, el 
enfoque diferencial, la participación, el respeto mutuo, la sanción a los responsables, la 
progresividad, gradualidad, sostenibilidad, de prohibición de doble reparación y de 
compensación, complementariedad, acción de repetición y subrogación.

Artículo 23, Derecho a la Verdad; Artículo 24, Derecho a la Justicia; y Artículo 25, 
Derecho a la Reparación.

Parágrafo 1º del Artículo 25: Las medidas de asistencia adicionales consagradas en la 
ley propenden por la reparación integral de las víctimas y se consideran 
complementarios a las medidas de reparación al aumentar su impacto en la población 
beneficiaria […]. No obstante este efecto reparador de las medidas de asistencia, estas no 
sustituyen o reemplazan a las medidas de reparación. Por lo tanto, el costo o las 
erogaciones en las que incurra el Estado en la prestación de los servicios de asistencia, en 
ningún caso serán descontados de la indemnización administrativa o judicial a que 
tienen derecho las víctimas. 

Parágrafo 2º del Artículo 25: La ayuda humanitaria definida en los términos de la 
presente ley no constituye reparación y en consecuencia tampoco será descontada de la 
indemnización administrativa o judicial a que tienen derecho las víctimas.

Artículo 28. Derechos de las víctimas: Las víctimas de las violaciones contempladas en 
el artículo 3° de la presente Ley, tendrán entre otros los siguientes derechos en el marco 
de la normatividad vigente:

1. Derecho a la verdad, justicia y reparación.

2. Derecho a acudir a escenarios de diálogo institucional y comunitario.

3. Derecho a ser beneficiario de las acciones afirmativas adelantadas por el Estado 
para proteger y garantizar el derecho a la vida en condiciones de dignidad.

4. Derecho a solicitar y recibir atención humanitaria.

5. Derecho a participar en la formulación, implementación y seguimiento de la política 
pública de prevención, atención y reparación integral.

6. Derecho a que la política pública de que trata la presente ley, tenga enfoque 
diferencial.

7. Derecho a la reunificación familiar cuando por razón de su tipo de victimización se 
haya dividido el núcleo familiar.

8. Derecho a retornar a su lugar de origen o reubicarse en condiciones de voluntariedad, 
seguridad y dignidad, en el marco de la política de seguridad nacional.

9. Derecho a la restitución de la tierra si hubiere sido despojado de ella, en los términos 
establecidos en la presente Ley.

10. Derecho a la información sobre las rutas y los medios de acceso a las medidas que se 
establecen en la presente Ley.

11. Derecho a conocer el estado de procesos judiciales y administrativos que se estén 
adelantando, en los que tengan un interés como parte o intervinientes.

12. Derecho de las mujeres a vivir libres de violencia.

Derechos de las víctimas dentro de los procesos judiciales, artículos 35 al 46:

1.  Información de asesoría y apoyo.

2.  Garantía de comunicación a las víctimas.

3.  Audición y presentación de pruebas.

4.  Principio de la prueba en caso de violencia sexual.

5.  Declaración a puerta cerrada.

6.  Testimonio por medio de audio y video.

7.  Las victimas tendrán derecho a medidas especiales orientadas a facilitar el testimonio 
de la víctima, un niño o niña, adolescente, un adulto mayor o una víctima de violencia 
sexual […] controlando diligentemente la forma de interrogar a las víctimas a fin de 
evitar cualquier tipo de hostigamiento o intimidación y prestando especial atención 
al caso de víctimas de delitos de violencia sexual. Presencia de personal 
especializado.
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8.  Asistencia judicial.

9.  Gastos de la víctima en relación con los procesos judiciales.

Ayuda humanitaria, atención y asistencia.

Artículo 47. Ayuda humanitaria: Las víctimas recibirán ayuda humanitaria de acuerdo a 
las necesidades inmediatas con el objetivo de socorrer, asistir, proteger y atender sus 
necesidades de alimentación, aseo personal, atención médica y psicológica de 
emergencia, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas, y 
con enfoque diferencial, en el momento de la violación de los derechos o en el momento 
en el que las autoridades tengan conocimiento de la misma.

Artículo 69. Medidas de reparación: Medidas de reparación que propendan por la 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición en 
sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas 
medidas será implementada a favor de la víctima dependiendo de la vulneración en sus 
derechos y las características del hecho victimizante. 

Artículo 71. Restitución: Se entiende por restitución, la realización de medidas para el 
restablecimiento de la situación anterior a las violaciones contempladas en el artículo 3° 
de la presente Ley.

Restitución de tierras. Disposiciones Generales.

Artículo 72. Acciones de restitución de los despojados: El Estado colombiano adoptará 
las medidas requeridas para la restitución jurídica y material de las tierras a los 
despojados y desplazados. De no ser posible la restitución, para determinar y reconocer la 
compensación correspondiente. Las acciones de reparación de los despojados son: la 
restitución jurídica y material del inmueble despojado. En subsidio, procederá, en su 
orden, la restitución por equivalente o el reconocimiento de una compensación.

En el caso de bienes baldíos se procederá con la adjudicación del derecho de propiedad 
del baldío a favor de la persona que venía ejerciendo su explotación económica si durante 
el despojo o abandono se cumplieron las condiciones para la adjudicación.

Artículo 73. Principios de la restitución.

1. Preferente.
2. Independencia.
3. Progresividad.
4. Estabilización.
5. Seguridad jurídica.
6. Prevención.

7. Participación.
8. Prevalencia constitucional.

Artículo 75. Titulares del derecho a la restitución: Las personas que fueran propietarias o 
poseedoras de predios, o explotadoras de baldíos cuya propiedad se pretenda adquirir por 
adjudicación, que hayan sido despojadas de estas o que se hayan visto obligadas a 
abandonarlas como consecuencia directa e indirecta de los hechos que configuren las 
violaciones de que trata el artículo 3º de la presente Ley, entre el 1º de enero de 1991 y el 
término de vigencia de la Ley, pueden solicitar la restitución jurídica y material de las 
tierras despojadas o abandonadas forzadamente […].

Procedimiento de restitución y protección de derechos de terceros, artículos 76 al 102.
Competencia para conocer de los procesos de restitución. Competencia territorial. 
Legitimación. Solicitud de restitución o formalización por parte de la unidad 
administrativa especial de gestión de restitución de tierras despojadas. Solicitud de 
restitución o formalización por parte de la víctima. Contenido de la solicitud. Trámite de la 
solicitud. Admisión de la solicitud. Traslado de la solicitud. Oposiciones. Pruebas. Periodo 
probatorio. Contenido del fallo. Recurso de revisión de la sentencia. Actuaciones y 
trámites inadmisibles. Acumulación procesal. Información para la restitución. 
Compensaciones en especie y reubicación. Pago de compensaciones. Contratos para el uso 
del predio restituido. Entrega del predio restituido. Protección de la restitución. 
Mantenimiento de competencia después del fallo.

Medidas de satisfacción

Artículo 139. Medidas de satisfacción: El Gobierno Nacional, a través del Plan Nacional 
para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, deberá realizar las  acciones 
tendientes a restablecer la dignidad de la víctima y difundir la verdad sobre lo sucedido, de 
acuerdo a los objetivos de las entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y 
Reparación a las Víctimas. Las medidas de satisfacción serán aquellas acciones que 
proporcionan bienestar y contribuyen a mitigar el dolor de la víctima. Las medidas de 
satisfacción deberán ser interpretadas a mero título enunciativo, lo cual implica que a las 
mismas se pueden adicionar otras: a. Reconocimiento público del carácter de víctima, de 
su dignidad, nombre y honor, ante la comunidad y el ofensor; b. Efectuar las publicaciones 
a que haya lugar relacionadas con el literal anterior. c. Realización de actos 
conmemorativos; d. Realización de reconocimientos públicos; e. Realización de 
homenajes públicos; f. Construcción de monumentos públicos en perspectiva de 
reparación y reconciliación; g. Apoyo para la reconstrucción del movimiento y tejido 
social de las comunidades campesinas, especialmente de las mujeres. h. Difusión pública y 
completa del relato de las víctimas sobre el hecho que la victimizó, siempre que no 
provoque más daños innecesarios ni genere peligros de seguridad; i. Contribuir en la 
búsqueda de los desaparecidos y colaborar para la identificación de cadáveres y su 
inhumación posterior, según las tradiciones familiares y comunitarias, a través de las 
entidades competentes para tal fin; j. Difusión de las disculpas y aceptaciones de 
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inhumación posterior, según las tradiciones familiares y comunitarias, a través de las 
entidades competentes para tal fin; j. Difusión de las disculpas y aceptaciones de 
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responsabilidad hechas por los victimarios; k. Investigación, juzgamiento y sanción de 
los responsables de las violaciones de derechos humanos. l. Reconocimiento público de 
la responsabilidad de los autores de las violaciones de derechos humanos.

Artículo 141. Reparación simbólica: Se entiende por reparación simbólica toda 
prestación realizada a favor de las víctimas o de la comunidad en general que tienda a 
asegurar la preservación de la memoria histórica, la no repetición de los hechos 
victimizantes, la aceptación pública de los hechos, la solicitud de perdón público y el 
restablecimiento de la dignidad de las víctimas. 

Artículos 142 al 149. De la memoria histórica.

Garantías de no repetición
Artículo 149. Garantías de no repetición: El Estado colombiano adoptará, entre otras, 
las siguientes garantías de no repetición:

a)  La desmovilización y el desmantelamiento de los grupos armados al margen de la Ley;

b)  La verificación de los hechos y la difusión pública y completa de la verdad, en la 
medida en que no provoque más daños innecesarios a la víctima, los testigos u otras 
personas, ni cree un peligro para su seguridad;

c)  La aplicación de sanciones a los responsables de las violaciones de que trata el
 Artículo 3° de la presente ley.

d)  La prevención de violaciones contempladas en el artículo 3° de la presente Ley, para 
lo cual, ofrecerá especiales medidas de prevención a los grupos expuestos a mayor 
riesgo como mujeres, niños, niñas y adolescentes, adultos mayores, líderes sociales, 
miembros de organizaciones sindicales, defensores de derechos humanos y víctimas 
de desplazamiento forzado, que propendan superar estereotipos que favorecen la 
discriminación, en especial contra la mujer y la violencia contra ella en el marco del 
conflicto armado;

e)  La creación de una pedagogía social que promueva los valores constitucionales que 
fundan la reconciliación, en relación con los hechos acaecidos en la verdad histórica;

f)  Fortalecimiento técnico de los criterios de asignación de las labores de desminado 
humanitario, el cual estará en cabeza del Programa para la Atención Integral contra 
Minas Antipersonal;

g)  Diseño e implementación de una estrategia general de comunicaciones en Derechos 
Humanos y Derecho Internacional Humanitario, la cual debe incluir un enfoque 
diferencial;

h)  Diseño de una estrategia única de capacitación y pedagogía en materia de respeto de 
los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, que incluya un 
enfoque diferencial, dirigido a los funcionarios públicos encargados de hacer cumplir 
la ley, así como a los miembros de la Fuerza Pública. La estrategia incluirá una 
política de tolerancia cero a la violencia sexual en las entidades del Estado;

i)  Fortalecimiento de la participación efectiva de las poblaciones vulneradas y/o 
vulnerables, en sus escenarios comunitarios, sociales y políticos, para contribuir al 
ejercicio y goce efectivo de sus derechos culturales;

j)  Difusión de la información sobre los derechos de las víctimas radicadas en el exterior;

k)  El fortalecimiento del Sistema de Alertas Tempranas.

l)  La reintegración de niños, niñas y adolescentes que hayan participado en los grupos 
armados al margen de la ley.

m)  Diseño e implementación de estrategias, proyectos y políticas de reconciliación de 
acuerdo a lo dispuesto en la Ley 975, tanto a nivel social como en el plano individual;

n)  El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles sobre la Fuerza Púbica;

o)  La declaratoria de insubsistencia y/o terminación del contrato de los funcionarios 
públicos condenados en violaciones contempladas en el artículo 3° de la presente Ley.

p)  La promoción de mecanismos destinados a prevenir y resolver los conflictos 
sociales;

q)  Diseño e implementación de estrategias de pedagogía en empoderamiento legal para 
las víctimas;

r)  La derogatoria de normas o cualquier acto administrativo que haya permitido o permita 
la ocurrencia de las violaciones contempladas en el artículo 3° de la presente Ley, de 
conformidad con los procedimientos contencioso-administrativos respectivos.

s)  Formulación de campañas nacionales de prevención y reprobación de la violencia 
contra la mujer, niños, niñas y adolescentes, por los hechos ocurridos en el marco de 
las violaciones contempladas en el artículo 3° de la presente ley.

Artículo 192 al 194. Participación de las víctimas: Es deber del Estado garantizar la 
participación efectiva de las víctimas en el diseño, implementación, ejecución y 
sentimiento al cumplimiento de la ley y los planes, proyectos y programas que se creen con 
ocasión de la misma.
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